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La señora PRESIDENTA: Gracias, Senador Cambra.
Corresponde ahora el turno a los Grupos Parlamenta-

rios Socialista y Entesa Catalana de Progrés, y en su nom-
bre tiene la palabra el Senador Romero, que va a defender
las enmiendas a las disposiciones adicionales, números 92
a 106, 108 a 115 y 117 a 122, y el voto particular número
5, del Grupo Parlamentario Socialista en solitario, que es
la vuelta al texto del Congreso. También, en las disposi-
ciones transitorias, va a defender el voto particular nú-
mero 6, presentado conjuntamente por los Grupos Parla-
mentarios Socialista y Entesa Catalana de Progrés, que se
corresponde con las enmiendas números 123 y 128, y la
vuelta al texto del Congreso en lo modificado por la en-
mienda número 286, del Grupo Parlamentario Popular.
Además se le acumulan todos los turnos para defender las
enmiendas números 129 a 131 presentadas a la disposi-
ción derogatoria, a las disposiciones finales y a la exposi-
ción de motivos.

El señor ROMERO CALERO: Muchas gracias, señora
Presidenta.

Subo a la tribuna para defender el conjunto de treinta y
una enmiendas a las disposiciones adicionales, seis a las
transitorias y tres a la derogatoria que el Grupo Parlamen-
tario Socialista y el Grupo Parlamentario Entesa Catalana
de Progrés han planteado a la ley de acompañamiento de
los presupuestos generales del Estado para el 2001.

No voy a agotar todos los tiempos a los que se ha refe-
rido la señora Presidenta, voy a hacer una defensa explícita
de un determinado número de enmiendas, y se entiende
que las que no cite expresamente las doy por defendidas
desde la tribuna.

En primer lugar, hay un grupo de enmiendas a las dis-
posiciones adicionales que van dirigidas, en la medida en
que se puede plantear en una ley de esta naturaleza, a me-
didas de fomento del empleo. En este sentido, la en-
mienda número 98 propone que, aun dejando a los inter-
locutores sociales la capacidad de debatir y acordar, en su
caso,aquellas medidas que vayan dirigidas a la organiza-
ción del tiempo de trabajo, el Gobierno debe incentivar y
adoptar medidas que favorezcan estos acuerdos y, por
tanto, enmarcándolas en un contexto de políticas activas
de empleo, planteamos que se favorezcan los acuerdos en
materia de reducción de jornada de trabajo a 35 horas por
la vía de la incentivación de las cotizaciones empresaria-
les, siempre que se produzca un incremento neto de plan-
tilla como consecuencia de esa reducción de jornada a 35
horas.

En esta misma línea, la enmienda número 108, de
acuerdo con las directrices y las recomendaciones de la
Cumbre de Luxemburgo, plantea que la Administración
General del Estado adopte un criterio generalizado para los
funcionarios y para el personal laboral que trabaja al servi-
cio de la Administración General del Estado para que la
jornada anual se establezca a partir del cómputo de treinta
y cinco horas semanales. Los Estados de la Unión Europea
—y en este caso el Gobierno de España— deben adoptar
medidas que favorezcan de una manera directa la creación
de empleo, y en ese sentido se ha manifestado como un

instrumento eficaz la reducción de jornada a las 35 horas
para el conjunto de los funcionarios.

La enmienda número 99 —también en este contexto de
medidas que favorecen el empleo— va dirigida a que se
cree un servicio público de empleo. En la situación en la
que nos encontramos, en la que las políticas activas de em-
pleo están transferidas o en fase de transferencia al con-
junto de las Comunidades Autónomas, cuando hoy día ya
no solamente el Gobierno de la nación, sino también los
Gobiernos de las Comunidades Autónomas, incluso los
ayuntamientos y en cierto sentido también los agentes so-
ciales están trabajando en la dirección de acordar medidas
políticas de fomento de empleo, creemos que se debe crear
un servicio público de empleo que cubra las lagunas nor-
mativas que en esta nueva situación se están produciendo
porque no estaban contempladas en la legislación anterior.

La enmienda número 100 propone que en aquellas ac-
tuaciones de casas de oficio, de escuelas-taller, de fomento
de alguna manera del empleo a través de la formación, se
tenga en cuenta una participación de mujeres en estos cur-
sos que sea equivalente al número de mujeres inscritas en
el desempleo en ese sector de actividad. La alta tasa de de-
sempleo femenino se acentúa básicamente en aquellos sec-
tores de la población femenina con menos formación, con
menos cualificación profesional. Por ello queremos que se
haga un esfuerzo en positivo dirigido a las mujeres y que
todas aquellas medidas que vayan dirigidas a una mejor
cualificación profesional de determinados sectores de la
producción acojan en su seno a un número proporcional de
mujeres en relación con las mujeres inscritas en el desem-
pleo en ese sector de actividad.

Respecto a la enmienda número 103, se está produ-
ciendo dentro de las cuentas de la Seguridad Social un su-
perávit habitual en lo que se refiere a las cotizaciones por
desempleo en relación con la cobertura estricta de desem-
pleo. Queremos que se constituya un fondo de reserva que
atienda las contingencias de desempleo en el futuro con la
misma filosofía que el Fondo de Reserva que ya está cons-
tituido para atender las contingencias de pensiones, y que
se nutra de los excedentes que se produzcan por diferencia
entre las cotizaciones por desempleo y las prestaciones por
desempleo. Ahí queremos que se constituya un fondo de
reserva que sea un elemento de garantía, una cautela den-
tro del sistema de cobertura a los desempleados en el fu-
turo.

Y en este mismo contexto, por último, las enmiendas
números 104, 105 y 106 se refieren a medidas que favo-
rezcan el empleo para minusválidos. Algunas son coinci-
dentes con las que el portavoz de Convergència ha plan-
teado desde esta misma tribuna hace un momento en rela-
ción con el coste cero para la sustitución de empleo de mi-
nusválidos; otra para que se adopten medidas para la sub-
vención de cotizaciones para contratación de trabajadores
discapacitados y, por último, en la enmienda número 106
se recogen medidas dirigidas a fomentar el empleo me-
diante la constitución como autónomos de trabajadores
discapacitados.

Pasando ya a otro grupo de enmiendas referidas a las
disposiciones adicionales, la número 110 plantea un pro-
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yecto que nosotros consideramos ambicioso pero realista y
ajustado a lo que la sociedad española nos está deman-
dando ya y va a demandar de una manera mucho más in-
tensa en el futuro. Se trata de definir un servicio universal
de telecomunicaciones que, por encima de cuáles son las
características geográficas concretas que se viven en cada
zona del país —características demográficas, o de infraes-
tructuras o de otra naturaleza—, garantice un suministro
de servicios vía Internet de correo electrónico, de navega-
ción y de transferencia de ficheros que tengan suficiente
calidad, que sean de una calidad contrastada y que se pres-
ten además en unas condiciones que los hagan asequibles a
ciertos sectores de la población como, por ejemplo, escola-
res —ya se ha puesto de manifiesto a lo largo de otros de-
bates en esta misma Cámara la importancia que para los es-
colares de hoy y los escolares del futuro va a tener el acceso
real a los servicios de la sociedad de la información—, y
que eso se haga a partir de un servicio universal de teleco-
municaciones que trascienda a cuál es la situación concreta.
No hace mucho un grupo de Senadores y de Diputados de
los distintos grupos parlamentarios tuvimos ocasión de
asistir a un seminario organizado por el Círculode Empre-
sarios donde algunos expertos pudieron explicarnos que
para poblaciones de menos de 20.000 habitantes, desde el
punto de vista de la rentabilidad económica de la inver-
sión, no se sostienen inversiones en infraestructuras de te-
lecomunicaciones. Sin embargo, el Estado, la Administra-
ción Pública, debe hacer un esfuerzo para que no se pro-
duzca una discriminación en el acceso a la sociedad de la
información entre ciudadanos y ciudadanas españoles que
viven en núcleos urbanos mayores o menores.

En este mismo sentido, se debe regular también la tri-
butación del espacio radioeléctrico, y se debe regular de
una manera precisa y clara. Hasta ahora se está produ-
ciendo una inseguridad jurídica como consecuencia del
tratamiento que el Gobierno de España ha dado al tema de
las licencias de móviles de tercera generación —esa deci-
sión que ha impedido que el Estado español ingrese las
cantidades equivalentes a las que están ingresando otros
Estados de la Unión Europea—; luego se ha querido corre-
gir con un pretendido canon para la utilización del espacio
radioeléctrico y, en realidad, ahora se está produciendo una
gran inseguridad jurídica en este terreno. Por tanto, nos pa-
rece que es fundamental la regulación tributaria e instamos
en esta enmienda a que el Gobierno tramite un proyecto de
ley que lo contemple.

Y, por último, se recoge que en este proyecto de ley se
prevea la constitución de un fondo nacional del servicio
universal de telecomunicaciones. El servicio universal de
telecomunicaciones va a exigir importantes inversiones
públicas, muy importantes inversiones públicas, que deben
ser asumidas desde las posibilidades de las cuentas del Es-
tado y queremos nosotros que se nutra preferentemente de
esa regulación tributaria del espacio radioeléctrico.

En cuanto a la enmienda número 112, yo estoy conven-
cido de que si en el sistema de votación en esta Cámara los
Grupos no tuvieran que someterse a la disciplina de grupo
muchos alcaldes que se sientan en los escaños de la derecha
la apoyarían sin reservas. Es una enmienda que va dirigida

a que se dé el mismo tratamiento que se da a los particula-
res cuando una Administración pública —particularmente
un ayuntamiento— declara una actuación de interés social.
Si esa actuación de interés social afecta a propiedades pri-
vadas de particulares, éstas se ven afectadas por una nor-
mativa, por un ordenamiento, por una legislación a la que
se le puede aplicar la expropiación forzosa, como es natu-
ral; sin embargo, si esa misma actuación pública de interés
social —suficientemente documentada y fundamentada,
naturalmente— afecta a instalaciones de compañías que
prestan servicios públicos pero que son compañías privadas
—sean compañías de gas, de telecomunicaciones o eléctri-
cas—, esas instalaciones deben ser retribuidas a la compa-
ñía por parte del ayuntamiento que impulsa esa actuación a
precio de mercado. No es lógico, pues, que cuando la insta-
lación de una red eléctrica de alta tensión o de un centro de
transformación está dificultando o impidiendo una actua-
ción pública de interés social y deba ser trasladada el ayun-
tamiento correspondiente tenga que afrontar los gastos ín-
tegros de traslado de esa instalación, independientemente
de cuál sea su grado de amortización. En muchos casos el
valor contable de esa instalación es cero, está más que
amortizada; sin embargo, el ayuntamiento tiene que afron-
tar los gastos de traslado, e imputarlos a costes de mercado,
de una instalación que, por otra parte, al día siguiente será
otra vez propiedad de la compañía de que se trate, que la
explotará al cien por cien, sin que eso tenga ninguna reper-
cusión positiva para las arcas municipales.

Por tanto, con la enmienda número 112 proponemos
que en esos casos se pueda aplicar la legislación relativa a
la expropiación forzosa, y que en última instancia sean los
tribunales los que fijen la indemnización correspondiente.

La enmienda número 119 se refiere al Impuesto sobre la
Electricidad, asunto sobre el que hemos debatido en esta
Cámara en alguna otra ocasión. Éste es un impuesto de fa-
bricación que, por la propia filosofía que informa este tipo
de impuestos, debe gravar los bienes realmente consumi-
dos por el usuario o el consumidor. Así ocurre con los Im-
puestos sobre Hidrocarburos. Por ejemplo, cuando pone-
mos gasolina o gasoil al coche pagamos un impuesto que
está en relación directa con los litros que efectivamente he-
mos consumido y que nada tiene que ver con las instala-
ciones de la estación que nos suministra el combustible.
Esas instalaciones estarán o no amortizadas, tendrán el tra-
tamiento contable que les corresponda, pero repito que no
hay ninguna parte de ese impuesto que vaya dirigido a re-
tribuir algo que no sea la fiscalidad que se deriva directa-
mente del consumo.

Sin embargo, en el Impuesto sobre la Electricidad,
que originariamente se planteó de esa forma, debido a
una modificación introducida en la Ley de acompaña-
miento de 1998, en estos momentos, y por las propias ca-
racterísticas de la tarifa eléctrica, no grava sólo el tér-
mino de energía, que es realmente el exponente de los ki-
lovatios que los usuarios han consumido, sino que tam-
bién grava el término de potencia, que consiste en lo que
la compañía eléctrica cobra a los ciudadanos por poner a
su disposición una determinada potencia, independiente-
mente de que la consuman o no. Éste sería el mismo caso
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que si una compañía de hidrocarburos nos cobrara un so-
breimpuesto por instalar en una estación de servicio diez
postes de gasolina en lugar de cuatro, porque nosotros
pagamos la misma proporción de impuesto haya cuatro o
diez postes.

Por tanto, no es lógico que se pague un sobreimpuesto
por el término de potencia, es decir, por la puesta a dispo-
sición de la energía, como tampoco lo es que se pague un
sobreimpuesto por el término de alquiler de contadores,
porque en realidad la factura eléctrica no comprende sólo
lo que se consume, sino que es la suma de diferentes con-
ceptos, y éstos no pueden tener el mismo tratamiento desde
el punto de vista impositivo. Por ello, con esta enmienda
proponemos que el Impuesto sobre la Electricidad se con-
figure como un tipo impositivo que grave estrictamente la
energía consumida, es decir, el término de energía de la
factura eléctrica.

Por último, en aras de la brevedad, para no cansar a sus
señorías a estas alturas del debate, paso a referirme a la en-
mienda número 130, que propone la adición de una nueva
disposición derogatoria en la que se establece la supresión
de los artículos que en la Ley del Sector Eléctrico se refie-
ren a los costes de transición a la competencia.

Los socialistas venimos manifestando tiempo ha que es-
tos costes no estaban planteados para retribuir la transición
a la competencia sino que eran una sobreimposición encu-
bierta de la factura eléctrica. Y así lo están entendiendo
también las autoridades de Bruselas, que tienen este asunto
en suspenso, como ustedes bien saben, desde hace ya bas-
tante tiempo. Las propias compañías eléctricas están ha-
ciendo ya las provisiones contables necesarias en sus cuen-
tas del año 2000 para que, en el caso de que no perciban los
costes de transición a la competencia, como parece claro,
las cuentas les cuadren desde el punto de vista contable.

Creemos que mantener la legislación correspondiente a
los costes de transición a la competencia supone un soste-
nerla y no enmendarla que no tiene sentido hoy día. Esta-
mos asistiendo en estos momentos a un anuncio del Vice-
presidente del Gobierno, señor Rato, en el sentido de que
en los próximos tres años se van a reducir las tarifas eléc-
tricas alrededor de un 9 por ciento en su conjunto. Cuando
ese porcentaje se desglose, seguramente las tarifas domés-
ticas se reducirán aproximadamente en un 6 por ciento y la
reducción correspondiente a las tarifas eléctricas domésti-
cas de los consumidores relevantes desde el punto de vista
de la estadística Eurostat, en España será algo menor. Pero
un 4,5 por ciento de ese porcentaje va a corresponder a la
anulación de los costes de transición a la competencia,
algo que nos va a venir impuesto, porque no se va a poder
seguir gravando a los consumidores españoles con unos
pretendidos costes de transición a la competencia —que
teóricamente se plantearon para retribuir inversiones en
activos que se derivaban del antiguo marco legal estable y
que eran activos varados—, cuando en estos momentos es-
tamos asistiendo a un proceso de fusión de los dos grandes
grupos eléctricos en España que plantean que la liberaliza-
ción de activos de la fusión de ese 80 por ciento al 40 o el
50 por ciento de generación va a producir unas plusvalías
en torno a los tres billones de pesetas.

Si esos activos generan plusvalías en torno a tres billo-
nes de pesetas, ¿cómo se va a poder seguir planteando que
los usuarios de la electricidad en España sigan pagando
una sobretarifa del 4,5 por ciento para retribuir esos mis-
mos activos a las compañías eléctricas, que los van a co-
brar por dos conceptos diferentes? Por tanto, con esta en-
mienda proponemos que el Gobierno asuma directamente
la situación real que se está produciendo y que desde el 1º
de enero en el nuevo Decreto sobre tarifas eléctricas del
año 2001 se elimine ese 4,5 por ciento de los costes de
transición a la competencia.

Por último, como he dicho al principio, doy por defen-
didas las enmiendas a las que no me he referido explícita-
mente.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, Senador
Romero.

Para turno en contra, tiene la palabra el Senador Mera.

El señor MERA RODRÍGUEZ: Buenos días, señora
Presidenta.

Señorías, no voy a dar respuesta pormenorizada a este
bloque de enmiendas, de las que todavía quedan 82 vivas,
puesto que no podría consumir siquiera un minuto para la
defensa de cada una de ellas. Así pues, me referiré sólo a
las más importantes.

Al conjunto de las disposiciones adicionales, transitorias,
derogatoria y finales de este proyecto de ley se han presen-
tado un elevado número de enmiendas: el Grupo Mixto ha
presentado 22; el Grupo de Senadores de Coalición Canaria,
4; el Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos, dos; el
Grupo Entesa Catalana de Progrés, tres; el Grupo de Con-
vergència i Unió, cuatro; los Grupos Socialista y Entesa Ca-
talana de Progrés, 40, y el Grupo Popular, 26.

La Ponencia designada al efecto acordó incorporar, por
mayoría, dentro de ese bloque las enmiendas números 266
a 292, ambas inclusive, excepto la número 281, ya retirada
en el trámite de Ponencia.

Voy a dar una breve justificación de por qué se recha-
zan las enmiendas de los distintos grupos políticos, si-
guiendo el orden del texto del proyecto de ley. Comenza-
mos por la enmienda número 330, del Grupo Parlamenta-
rio Catalán en el Senado de Convergència i Unió, a la dis-
posición adicional segunda. Esta enmienda pretende que
se deduzcan los gastos de formación del personal en el
uso de las nuevas tecnologías, regulado en el artículo 36
de la Ley del Impuesto de Sociedades, pero hay que tener
en cuenta que la citada deducción permite los gastos de
formación de personal en las empresas. Pretender exten-
der esta deducción a los gastos a los que se refiere el ar-
tículo 36.3 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, para los contribuyentes acogidos al ré-
gimen de estimación objetiva, chocaría con la esencia del
régimen de determinación de rendimientos netos, que
obliga a los contribuyentes a llevar una contabilidad de
ingresos y de gastos. Por tanto, de esta forma, el contri-
buyente que quiera puede renunciar al mismo y benefi-
ciarse de todas las deducciones, incluida ésa que usted
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